SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N° 008
                                                   RADICACIÓN:  660012204000 2025 00063 00
		ACCIONANTE:   JDTV
CONCEDE AMPARO
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCION DE TUTELA / DEBIDO PROCESO / HABEAS DATA / CONCEDE
…La publicación de datos concernientes al proceso judicial y sus diversas actuaciones procesales, que se encuentran en un estado inactivo, se catalogan en principio como datos semiprivados, pues el interés para el conocimiento o divulgación atañe exclusivamente a las partes del caso y a los operadores de la Administración de Justicia en las labores propias de justicia y legalidad. 
Luego, habilitar el libre acceso de personas indeterminadas a los datos del proceso que se tramitó contra el aquí accionante, convalida la indebida manipulación de los mismos, lo que desconoce el derecho al habeas data de su titular y resulta opuesto a la función de reinserción social que comporta la sanción penal, máxime cuando se encuentra extinta, a consecuencia de lo cual hay lugar a rememorar el ya reconocido constitucionalmente “derecho al olvido”[footnoteRef:1].  [1:  En la sentencia T-699/14, se señaló: “5.4. De lo anterior, es claro que el desarrollo jurisprudencial del derecho al olvido se vincula en un inicio al tratamiento de la información negativa referente a las actividades crediticias y financieras. No obstante, la Corte en virtud de lo dispuesto en el artículo 15 Superior, ha reconocido que este derecho es aplicable también a los datos negativos relacionados con otras actividades, que se hayan recogido en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas, ello teniendo en cuenta que la norma constitucional del habeas data no plantea excepción alguna al respecto.[23].”
[23] Sentencia C-1066 de 2002] 
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Pereira, dos (2) de mayo de dos mil veinticinco (2025).

Acta de Aprobación No. 437
Hora: 11:55 a.m.

1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JDTV, mediante apoderada judicial, contra los Juzgados Quinto Penal del Circuito y Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, habeas data, al trabajo, la honra y buen nombre.

2.- SOLICITUD 

De la información aportada por la parte accionante en el escrito de tutela, se advierte que el señor JDTV, como consecuencia de su vinculación al proceso penal radicado bajo el número 660010600003520160006800 -hoy finalizado-, tiene su información personal y la de sus progenitores publicada en la página web de la Rama Judicial, datos que son accesibles al público de manera abierta e indiscriminada. 

En marzo 12 de 2025 envió solicitudes de ocultamiento de la información, tanto al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, como al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, autoridad esta última ante la cual ya se había realizado igual petición en diciembre 16 de 2020. 

El primero de los juzgados mencionados le informó en marzo 13 que el expediente reposaba en el juzgado fallador, por lo que carecía de competencia para el trámite requerido, en tanto que el otro despacho referenciado omitió dar respuesta. 

Ninguno de los despachos judiciales señalados ha brindado respuesta a la solicitud de ocultamiento de datos, cuya divulgación puede generar un grave perjuicio a sus derechos, pues no hay una necesidad legítima o fundamento legal que justifique su exposición pública. 

Solicitó el amparo de tutela a los derechos fundamentales al debido proceso, habeas data, derecho al trabajo, honra y buen nombre y, en consecuencia, se ordene a las autoridades judiciales accionadas que procedan a ocultar sus datos personales publicados en la página web de la Rama Judicial, correspondientes al proceso radicado bajo el número 66001600003520160006800. 

3.- CONTESTACIÓN

3.1.- Mediante auto de abril 23 de 2025, el despacho admitió la tutela en contra de los despachos judiciales accionados y, además, se vinculó a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Pereira (Rda.), autoridades a las que se les dio el traslado respectivo. 

3.2.- En el término oportuno se presentaros las siguientes intervenciones:

3.2.1.- El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira informó que, mediante auto de octubre 23 de 2020, ese despacho decretó la liberación definitiva del señor JDTV sobre la sanción penal a él impuesta dentro del proceso radicado 66001600003520160006800, decisión que se comunicó a las autoridades competentes y se registró oportunamente en la base de datos de la Rama Judicial. El expediente se remitió al juzgado fallador. 

Precisó que, conforme lo solicitó el interesado, el despacho realizó el ocultamiento de datos personales e informó al interesado por los canales digitales señalados. 

Solicitó que se exonere de cualquier responsabilidad al juzgado, porque no se ha vulnerado derecho fundamental alguno al accionante. 

3.2.2.- La apoderada judicial de la Dirección Seccional de Administración Judicial de Pereira, solicitó su desvinculación de la presente acción constitucional por falta de legitimación en la cuasa por pasiva. Señaló que, dentro de las funciones establecidas en el artículo 103 de la Ley 270 de 1996, no se encuentra la administración de las bases de datos de los despachos judiciales, por lo que la pretensión del accionante es ajena a esa Dirección Seccional.


4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por el 1069 de 2015 y este a su vez por el 1983 de 2017 y el 333 de 2021.


5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de las entidades accionadas, se vulneraron los derechos fundamentales que observa conculcados el accionante al no disponer el ocultamiento y/o supresión de la información sensible del proceso penal que se tramitó en su contra y se encuentra registrada en la base de datos del portal Web de “consulta de procesos” de la Rama Judicial.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En primer lugar, aprecia la Sala que en el presente asunto se satisfacen los requisitos de procedencia de la acción constitucional, habida cuenta que: (i) el señor JDTV es el titular de los derechos fundamentales cuyo amparo se reclama, presuntamente lesionados por la omisión de las autoridades judiciales para proteger la información personal sensible y restringir su acceso público, en tanto que las pretensiones del actor recaen sobre las autoridades judiciales que se involucraron en la causa penal de la que se deriva el hecho que generó la presunta vulneración; (ii) se trata de un hecho vigente; y (iii) el interesado agotó la petición previa de rigor para exigir la salvaguarda de sus derechos, como único recurso legal a su alcance para los fines pretendidos, sin existir otro mecanismo de defensa judicial al cual se pueda elevar la controversia. Es así que se colige la procedencia de la acción.

De lo arrimado al dosier se establece que el señor JDTV, en efecto, fue sancionado penalmente por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), dentro del proceso radicado bajo el número 66001600003520160006800, sanción que se encuentra extinta, amén de la liberación que decretó en octubre 23 de 2020. 

Asimismo, se evidencia que el fundamento del accionante para elevar su pretensión ante la judicatura, se asocia al riesgo de una afectación grave sobre los derechos invocados, esto es, el habeas data, el trabajo, intimidad familiar, la hora y buen nombre, dado que la información sobre el proceso judicial a su nombre y publicada en el portal Web de la Rama Judicial, es de acceso público e indiscriminado, sin existir en la actualidad una necesidad legítima ni fundamento legal para persistir en tal exposición pública. 

Para resolver la controversia, la Corporación debe recordar que el artículo 15 CN garantiza el derecho al buen nombre, el cual puede ser vulnerado tanto por las autoridades públicas como por particulares, siempre que se divulgue información falsa o errónea, lo que conlleva a que la reputación o el concepto que se tiene de la persona se distorsione, afectándose sin duda alguna su dignidad humana. 

Acerca del derecho al buen nombre, la jurisprudencia constitucional ha expresado:

“[…] el derecho al buen nombre debe ser objeto de protección constitucional cuando se divulgan públicamente hechos falsos, tergiversados o tendenciosos sobre una persona, con lo cual se busca socavar su prestigio o desdibujar su imagen, por consiguiente, para constatar una eventual vulneración al buen nombre es preciso examinar el contenido de la información, y evaluar si es falsa o parcializada o si adjudica a determinadas personas actividades deshonrosas que le son ajenas. Para el mismo efecto resulta imprescindible establecer si las expresiones cuestionadas corresponden al ejercicio de la libertad de información o se inscriben en el ámbito de la libertad de opinión” 

El mismo artículo 15 Superior regula el derecho al habeas data, el cual dispone que las personas tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar la información que se haya recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas; por tanto, ese derecho adquiere la connotación de garantía constitucional autónoma e independiente.

Ahora, en lo que atañe al tema de discusión, en precedente horizontal esta Corporación se ocupó de estudiar un caso similar, en donde se destacó lo siguiente: 

“Ahora bien, el alto Tribunal, clasifica la información del habeas data, en cuatro grandes categorías a saber:

“…De acuerdo con la Ley 1266 de 2008, es público el dato calificado “como tal según los mandatos de la ley o de la Constitución Política y todos aquellos que no sean semiprivados o privados (…). Son públicos, entre otros, los datos contenidos en documentos públicos, sentencias judiciales debidamente ejecutoriadas que no estén sometidos a reserva y los relativos al estado civil de las personas”. En el mismo sentido, el numeral 2 del artículo 3 del Decreto 1377 de 2013 señala que: “Es el dato que no sea semiprivado, privado o sensible. Son considerados datos públicos, entre otros, los datos relativos al estado civil de las personas, a su profesión u oficio y a su calidad de comerciante o de servidor público. Por su naturaleza, los datos públicos pueden estar contenidos, entre otros, en registros públicos, documentos públicos, gacetas y boletines oficiales y sentencias judiciales debidamente ejecutoriadas que no estén sometidas a reserva”.

A su vez, son semiprivados aquellos datos “que no tiene naturaleza íntima, reservada, ni pública y cuyo conocimiento o divulgación puede interesar no sólo a su titular sino a cierto sector o grupo de personas o a la sociedad en general”. Por lo demás, son privados aquellos que datos “por su naturaleza íntima o reservada sólo [son] relevante[s] para el titular” (Negrillas y subrayas de la Sala).

[bookmark: _Hlk196916914]Por último, son datos sensibles “aquellos que afectan la intimidad del titular o cuyo uso indebido puede generar su discriminación, tales como aquellos que revelen el origen racial o étnico, la orientación política, las convicciones religiosas o filosóficas, la pertenencia a sindicatos, organizaciones sociales, de derechos humanos o que promueva intereses de cualquier partido político o que garanticen los derechos y garantías de partidos políticos de oposición[,] así como los datos relativos a la salud, a la vida sexual y los datos biométricos”. Por su propia naturaleza, estos datos se vinculan con la salvaguarda de la intimidad de su titular o con la proscripción de actos discriminatorios…” [5][footnoteRef:2] […]” 
(Rad. 660012204000202100201-00, Sentencia de Tutela, octubre 21 de 2021. M.P. Dr. Julián Rivera Loaiza) [2:  “[5] ibídem”: Se citó “Corte Constitucional. Bogotá D.C. Sentencia T-020 del 27 de enero de 2014. Referencia: Expediente T-4.033.635. M.P. Dr. Luis Guillermo Pérez”] 


Además, la Sala también señaló: 

“[…] las anotaciones constantes en la página de la Rama Judicial o de Justicia Siglo XXI, no constituyen antecedentes penales, sino que su finalidad se dirige a publicitar y facilitar la consulta a los usuarios de la administración de justicia, sin embargo, en lo atinente a información de condenas extintas, […] esta hace parte de los datos semiprivados que importó la Corte Constitucional en la providencia citada con antelación, información que, a la fecha, sólo le concierne tanto a él, como a las personas que trabajan para la administración de justicia, por situaciones emparentadas a ámbitos de justicia y legalidad.” (Ibidem) -negrilla fuera de texto-.

Bajo este contexto, la Sala mantiene la conclusión advertida en el precedente horizontal[footnoteRef:3], que no es otra que la información relativa al proceso judicial y a la ya extinta condena contra el señor JDTV, no debe estar de cara al público, pues el principio de publicidad que atañe a la comunidad en general se concentra en los antecedentes judiciales, registro que no compete a la Rama Judicial sino a los órganos de Policía Judicial, además de los antecedentes de índole disciplinario y fiscal, que son del dominio de los respectivos órganos de control. [3:  Precedente reiterado en la sentencia de tutela de abril 21 de 2022 Rad. 660012204000202200049-00, M.P. Dr. Jorge Arturo Castaño Duque.] 


La publicación de datos concernientes al proceso judicial y sus diversas actuaciones procesales, que se encuentran en un estado inactivo, se catalogan en principio como datos semiprivados, pues el interés para el conocimiento o divulgación atañe exclusivamente a las partes del caso y a los operadores de la Administración de Justicia en las labores propias de justicia y legalidad. 

Luego, habilitar el libre acceso de personas indeterminadas a los datos del proceso que se tramitó contra el aquí accionante, convalida la indebida manipulación de los mismos, lo que desconoce el derecho al habeas data de su titular y resulta opuesto a la función de reinserción social que comporta la sanción penal, máxime cuando se encuentra extinta, a consecuencia de lo cual hay lugar a rememorar el ya reconocido constitucionalmente “derecho al olvido”[footnoteRef:4].  [4:  En la sentencia T-699/14, se señaló: “5.4. De lo anterior, es claro que el desarrollo jurisprudencial del derecho al olvido se vincula en un inicio al tratamiento de la información negativa referente a las actividades crediticias y financieras. No obstante, la Corte en virtud de lo dispuesto en el artículo 15 Superior, ha reconocido que este derecho es aplicable también a los datos negativos relacionados con otras actividades, que se hayan recogido en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas, ello teniendo en cuenta que la norma constitucional del habeas data no plantea excepción alguna al respecto.[23].”
[23] Sentencia C-1066 de 2002] 


Así las cosas, como la Sala advierte vulnerado el derecho fundamental al habeas data del que es titular el señor JDTV, se procederá a su protección con la anonimización de la información personal asociada al proceso inactivo identificado con el radicado 66001600003520160006800.

[bookmark: _Hlk196916146]Como consecuencia, se ordenará al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira que, como autoridad que tiene la custodia del expediente en cuestión y dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, adelante la gestión de ocultamiento al público de los datos personales referidos en el proceso radicado bajo el número 66001600003520160006800, publicado en la plataforma oficial de la Rama Judicial, mientras conserve su estado inactivo y en archivo definitivo, información que sólo podrá estar disponible para servidores judiciales en lo relativo a las funciones propias de la Administración de Justicia. El resultado de dicha gestión deberá ser comunicada al señor JDTV por el medio electrónico que registró en su petición inicial, en el menor tiempo posible.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONCEDE el amparo al derecho fundamental al habeas data del que es titular el señor JDTV.

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, SE ORDENA al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira que, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, si aún no lo ha hecho, adelante la gestión de ocultamiento al público de los datos personales referidos en el proceso radicado bajo el número 66001600003520160006800, publicados en la plataforma oficial de la Rama Judicial, mientras conserve su estado inactivo y en archivo definitivo, información que sólo podrá estar disponible para servidores judiciales en lo relativo a las funciones propias de la Administración de Justicia. El resultado de dicha gestión deberá ser comunicada al señor JDTV por el medio electrónico que registró en su petición inicial, en el menor tiempo posible.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE


CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento
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